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	Resumen: El comercio desarrollado a través de los instrumentos que ofrece la tecnología, más exactamente el internet, es una actividad que ha venido presentando un crecimiento exponencial durante los últimos años, cuya esencia, es completamente diferente al comercio tradicional, ya que no se hace obligatorio un contacto físico, ni existe problema por ubicación geográfica. A nivel internacional los estados cuya economía muestra signos de desarrollo, se ha presentado una reglamentación a este fenómeno, no solo a nivel de relación entre comprador/vendedor, sino también en el ámbito fiscal de esas transacciones, actualmente nuestro país cuenta con una legislación que regula las negociaciones realizadas por este medio, pero ¿realmente está adaptada la estructura de esta legislación a la naturaleza deeste fenómeno?

	Por lo tanto, se hace necesario analizar cuál es la normatividad que existe en Colombia, no solo en el ámbito comercial, sino en esencia identificar el tratamiento fiscal que se le da a estas operaciones.

	 

	Profundizando la legislación colombiana, a pesar de contar con un efectivo control de las transacciones realizadas mediante comercio electrónico, su tratamiento fiscal carece de un estatuto especial, por lo tanto su tratamiento es igual al del comercio tradicional, situación que es contraria a las legislaciones de países como Estados Unidos y Reino Unido en donde se identifica plenamente que este tipo de transacciones son diferentes a las del comercio tradicional, por lo tanto, teniendo en cuenta la evolución en el carácter económico que ha venido presentando el país, es necesario un pronunciamiento por parte del legislador en que se planteen unas diferencias en aspectos fiscales, este tipo de transacciones a las del comercio tradicional.

	 

	 

	Introducción

	 

	La finalidad con la que se realiza este artículo principalmente es la de tratar un tema que poco se maneja en el ámbito académico y que por su misma naturaleza repele la opinión y conceptos de muchas personas o se tiende a una polarización de ideas entre si son buenos o no, los tributos.

	 

	Partiendo del concepto de tributo, “un tributo corresponde a una prestación de carácter pecuniario y a su vez obligatorio implantado unilateralmente por el Estado” (Jiménez González, 2002), su implementación y desarrollo ha dependido del contexto histórico en el que se imponen. Las primeras informaciones relacionadas con la tributación, datan desde el origen de las civilizaciones organizadas, esto es aproximadamente en los años 3.100 a.C., cuando en Egipto, “al ser el primer Estado centralizado del mundo, fueron también los primeros en cumplir una de las obligaciones ineludibles de los ciudadanos en todas las épocas y todos los lugares: el pagar impuestos” (Parra, 2013), a favor del faraón1. A medida que el mundo se ha ido desarrollando y manifestándose un incremento de las actividades económicas, dichos tributos se adaptaban a los cambios que se ven en las relaciones comerciales y por lo general se pagan en manifestaciones pecuniarias.

	 

	Es tal, el desarrollo, evolución e impacto económico alrededor del mundo, que ya existe una rama especializada del Derecho para este tema, conocida como Derecho Tributario o Fiscal, cuya definición se puede entender cómo: “El Derecho tributario es el conjunto de normas jurídicas que regulan los tributos en sus distintos aspectos y las consecuencias que ellos generan” (García Vizcaíno, 1996). A través del establecimiento de estas normas, cuyo carácter jurídico las hace obligatorias, es mediante las cuales “el Estado busca financiación de sus gastos, en pro de cumplir con sus fines y buscar un bien común.” (Valencia Madrid, 2008).

	 

	Actualmente en Colombia, así como en muchos países, está en apogeo la realización de actividades mercantiles a través de los medios digitales, esto es conocido como comercio electrónico o e-commerce en inglés; a pesar de que en Colombia existe una legislación para el desarrollo de estas prácticas (Ley 527, 1999), no existe una manifestación explicita del legislador, que trate el carácter tributario de esta misma, germinando un reto para la rama del Derecho Tributario o Fiscal en Colombia, vinculado estrechamente con analizar la necesidad de diseñar un modelo tributario que regule el comercio electrónico en el ordenamiento jurídico.

	 

	En menos de dos décadas se produjo un incremento a nivel mundial en el desarrollo y utilización de diferentes medios de comunicación y tecnología, gestándose de esta manera y con una velocidad sorprendente, nuevos canales de información, informática, telecomunicaciones y hasta el desarrollo de nuevos software2, esto generó una reorganización en las conductas de los seres humanos, en el sentido de las relaciones de unos con otros, reduciendo de manera significativa los encuentros físicos e inversamente proporcional la utilización de los nuevos métodos cibernéticos, que de igual manera permiten la comunicación, pero con un ahorro de costos y tiempo.

	 

	Actualmente, utilizando esos nuevos métodos cibernéticos, es posible acceder a mercados de otros países y regiones, estableciendo una comunicación directa y disponible las 24 horas del día. Estas nuevas formas de mercadeo están implementándose cada vez más en Colombia; fue con la norma (Ley 527, 1999), que el legislador adaptó a nuestro sistema jurídico, este fenómeno que está en constante crecimiento, esta última definió al comercio electrónico en su artículo 2, de la siguiente manera:

	 

	“Abarca las cuestiones suscitadas por toda relación de índole comercial, sea o no contractual, estructurada a partir de la utilización de uno o más mensajes de datos o de cualquier otro medio similar. Las relaciones de índole comercial comprenden, sin limitarse a ellas, las siguientes operaciones: toda operación comercial de suministro o intercambio de bienes o servicios; todo acuerdo de distribución; toda operación de representación o mandato comercial; todo tipo de operaciones financieras, bursátiles y de seguros; de construcción de obras; de consultoría; de ingeniería; de concesión de licencias; todo acuerdo de concesión o explotación de un servicio público; de empresa conjunta y otras formas de cooperación industrial o comercial; de transporte de mercancías o de pasajeros por vía aérea, marítima y férrea, o por carretera”.

	 

	Es entonces mediante esta norma, que se regulan todas las actividades de carácter mercantil que se llevan a cabo a través de medios cibernéticos, llamándose comercio electrónico (e-commerce), pero existe un aspecto de fondo en el asunto de las transacciones comerciales, que como se dijo anteriormente, es muy poco tratado actualmente por su misma naturaleza, y es lo relacionado con tributación.

	 

	Desde la antigüedad este concepto de tributo ha consistido básicamente en brindar una prestación económica a favor del Estado u organismo central, superior, etc., con la finalidad de que este último supla sus gastos y así poder funcionar, en la antigüedad eran asignados a voluntad del gobernante de turno, hoy en día en el caso colombiano, solo pueden ser creados por el congreso de la republica tal y como lo expresa el numeral 12 del artículo 150 de nuestra Carta Magna al “Establecer contribuciones fiscales y, excepcionalmente, contribuciones parafiscales en los casos y bajo las condiciones que establezca la ley.” (Constitución Política, 1991).

	 

	Dichas contribuciones fiscales dependen de factores como, por ejemplo; la naturaleza del hecho que genere gravamen, productos comercializados que estén sujetos a gravamen y personas obligadas a presentar dichas contribuciones.

	 

	Según datos de la Cámara Colombiana de Comercio Electrónico (C.C.C.E.), en su estudio de transacciones no presenciales de 20153, las transacciones no presenciales/ comercio electrónico crecieron en 2015 un 64% respecto al mismo estudio realizado en 2014, lo que equivale a USD $16.329 millones en total, cifra que representa un 4.08% del PIB en comparación con el 2.63% en el año 2014.

	 

	Es indiscutible el crecimiento que ha tenido esta modalidad de comercio y de mismo modo crece la siguiente incertidumbre ¿es necesario que exista una legislación tributaria específica para este fenómeno?, además de ¿cuáles deberían ser las bases de dicha legislación tributaria?, así como otras interrogantes; ¿debería el Estado buscar una manera de adquirir recursos extra aprovechando el incremento de esta modalidad de comercio?, ¿debería el gobierno incentivar esta práctica con una nula tributación para que su crecimiento siga siendo exponencial?, entre muchas otras.

	 

	Problema jurídico

	 

	¿El modelo tributario que actualmente posee Colombia para el comercio electrónico, se encuentra debidamente estructurado y con unos fundamentos sólidos, teniendo en cuenta la evolución e incremento de su importancia para el desarrollo económico del país, además, de las características que poseen las legislaciones de otros países cuya economía es más desarrollada?

	 

	Metodología

	 

	El enfoque investigativo con el cual se formuló el presente artículo, es de carácter cualitativo por cuanto “el enfoque cualitativo utiliza la recolección de datos sin medición numérica para descubrir o afinar preguntas de investigación en el proceso de interpretación” (Hernández Sampieri, Fernández Collado, & Baptista Lucio, 2010), teniéndose en cuenta los instrumentos que fueron aplicados para la recolección de datos en el transcurso de la investigación, en esta no se contienen elementos numéricos, ni se cuantificaron los resultados obtenidos.

	 

	Por otro lado, la manera en que se analizan los datos obtenidos concuerda con la característica brindada en un sistema cualitativo:

	 

	“Dicho de otra forma, las investigaciones cualitativas se basan más en una lógica y proceso inductivo (explorar y describir, y luego generar perspectivas teóricas). Van de lo particular a lo general. Por ejemplo, en un típico estudio cualitativo, el investigador entrevista a una persona, analiza los datos que obtuvo y saca algunas conclusiones; posteriormente, entrevista a otra persona, analiza esta nueva información y revisa sus resultados y conclusiones; del mismo modo, efectúa y analiza más entrevistas para comprender lo que busca. Es decir, procede caso por caso, dato por dato, hasta llegar a una perspectiva más general” (Hernández Sampieri, Fernández Collado, & Baptista Lucio, 2010).

	 

	En el apartado “discusión”, el lector podrá encontrar variedad de conclusiones que han sido presentadas en otros trabajos similares, además, a través de la identificación de la norma existente, la definición de ciertos elementos y la síntesis de normas vigentes que funcionan en otros países, con lo que se busca a partir de ciertos resultados particulares, dar una conclusión en un tema general. Los instrumentos que fueron utilizados para la recolección de datos, como el análisis documental y legal, coinciden con los planteados por los autores en el texto, finalmente la investigación cuantitativa limita los resultados a una dirección objetiva, por otro lado, el cualitativo a través de la argumentación permite una conceptualización subjetiva.

	 

	A su vez, la presente investigación cuenta con un diseño no experimental, ya que de acuerdo con (Hernández Sampieri, Fernández Collado, & Baptista Lucio, 2010), “se trata de estudios donde no hacemos variar en forma intencional las variables independientes para ver su efecto en otras variables”, lo que se hará con los instrumentos de recolección de información, será observar el fenómeno de la tributación del comercio electrónico, sin llevar a cabo ningún tipo de modificación de la realidad que compone este fenómeno.

	 

	Con referencia al tipo de investigación, la indicada para este artículo es la analítica, entendida de la siguiente manera; “proceso de conocimiento que se inicia por la identificación de cada una de las partes que caracterizan una realidad” (Méndez Álvarez, 2001), similar a esta conceptualización y con la finalidad de reforzar la aplicación de este tipo de investigación a este artículo, (Bernal, 2006) dice lo siguiente: “proceso cognoscitivo, que consiste en descomponer un objeto de estudio separando cada una de las partes del todo para estudiarlas de forma individual”.

	 

	Ahora, identificando como el objeto de estudio la tributación del comercio electrónico, mediante los ítem planteados en el esquema de resolución podemos ver esta descomposición del objeto tal y como mencionan los teóricos; es una cadena en la cual, primero se analiza el contexto histórico de los tributos, cuáles son los sujetos que intervienen en una relación fiscal, una definición del medio a través del cual se realizan las transacciones comerciales, los puntos clave de la legislación colombiana en la materia, una pequeña síntesis de derecho comparado con países cuya economía es más desarrollada, elementos que al final propician una discusión y unas conclusiones, entonces es notoria la descomposición que se hace al objeto de estudio, tanto en su naturaleza, problemáticas y manejo a nivel internacional que este tiene.

	 

	Esquema de resolución

	 

	Con el fin de dar solución al problema jurídico planteado se abordará i) el contexto histórico estrechamente vinculado con el establecimiento de tributos, ii) sujetos que intervienen en una relación tributaria y teorías para justificar a estos últimos iii) el internet y evolución al comercio electrónico iv) la normatividad colombiana que regula la materia tributaria del comercio electrónico, v) mecanismos utilizados por el sujeto activo para el cumplimiento de las obligaciones tributarias. vi) síntesis de la normatividad relacionada con la tributación del comercio electrónico, en países como Estados Unidos y Reino Unido, vii) discusión y viii) conclusiones.

	 

	Contexto histórico estrechamente vinculado con el establecimiento de tributos

	 

	Se ha dicho por parte de los doctrinantes, que el desarrollo que han tenido los tributos a través de la historia depende del contexto social y temporal en el cual se han llevado a cabo, “La historia de la tributación se halla recíprocamente vinculada al desarrollo histórico del pensamiento financiero, de modo que los acontecimientos reales (establecimiento de tributos) han influido sobre la evolución de la teoría” (García Vizcaíno, 1996). Unas de las primeras manifestaciones de las obligaciones de carácter tributario, se conocen como las realizadas por los reyes, príncipes, señores feudales, las cuales, a pesar de no tener un sustento bien estructurado, tenían la misma naturaleza que los tributos modernos, la cual es financiar el funcionamiento de una estructura que ejerce la función gubernativa.

	 

	Es importante recalcar uno de los principales antecedentes tributarios en la historia. “En Roma hubo diferentes tributos importantes, que sirvieron de antecedentes a los tributos modernos; por ejemplo, la “vicésima herditatum” (impuesto sobre las herencias) de la época de Augusto, ciertos impuestos sobre las ventas, etc.” (García Vizcaíno, 1996). Por lo que podemos notar que varias de las tributaciones existentes hoy en día, tienen un antecedente histórico que se ha venido desarrollando a través del paso del tiempo.

	 

	La elaboración de este mecanismo para recaudar dineros, cuya finalidad es la manutención de un órgano central, históricamente no se aplicó en una sola sociedad o solo en cierta región del mundo, se tiene información de la aplicación del mecanismo de los tributos, desde las civilizaciones antiguas más importantes, tales como; en la India en los años 300 a.C., el antiguo Egipto, en Atenas y Roma, de igual manera en los hechos relacionados con conquistas:

	 

	“Los conquistadores imponían tributos a los pueblos conquistados; algunas veces se los pagaba para gozar de cierta autonomía (v.gr., los judíos en tiempos de Cristo). Los barbaros, en los últimos años del imperio Romano, cobraban tributos de los ciudadanos, que eran pagados, primero, para apaciguarlos, y luego, en virtud de la conquista. Los Hunos, Tártaros y Turcos exigían tributos a los pueblos conquistados”. (García Vizcaíno, 1996)

	 

	De esta manera se conoce que el fenómeno de los tributos viene de tiempos históricos y yace entonces la necesidad de identificar plenamente cuál es la conceptualización del término tributo, para efectos del presente problema se considera pertinente la siguiente, “Aquellos (recursos) que el Estado obtiene mediante el ejercicio del poder de imperio, o sea por leyes que crean obligaciones a cargo de sujetos-individuos y entidades en la forma y cuantía que dichas leyes establezcan” (Jiménez González, 2002).

	 

	 

	Sujetos que intervienen en una relación tributaria y teorías para justificar a estos últimos

	 

	De la definición manifestada anteriormente podemos destacar la identificación de al menos dos sujetos que participan en dicha obligación, uno de esos sujetos es el Estado, “quien recibe los beneficios de dicha retribución económica para llevar a cabo el cumplimiento de sus fines” (Jiménez González, 2002), y por otro lado encontramos a quien debe realizar dicha retribución pecuniaria a favor del Estado, que son los sujetos, individuos o entidades tal y como se menciona en la definición, estos dos sujetos son identificados como sujeto activo5 y sujeto pasivo6, respectivamente, dichos impuestos pueden afectar de dos maneras a los sujetos pasivos, siendo así;

	 

	“Incidencia por vía directa. Ello ocurre cuando el sujeto percutido, jurídicamente el contribuyente, no traslada la carga impositiva a un tercero y por ende soporta en su economía el impacto del impuesto, por lo tanto, el mismo asume la condición de percutido e incidido a la vez…

	 

	Incidencia por vía indirecta. Se produce tal fenómeno cuando el sujeto percutido transfiere a un tercero la carga impositiva de manera que es este último quien realmente lo soporta en su economía y por tanto se convierte en sujeto incidido.” (Jiménez González, 2002)

	 

	Por lo anterior, podemos determinar que los impuestos cuya incidencia es de manera directa, son aquellos que recaen inmediatamente sobre la persona, ya sea natural o jurídica de acuerdo a las estipulaciones normativas y de la naturaleza del impuesto, un ejemplo de esta es el impuesto a la renta, ya que dicho gravamen se causa por el patrimonio económico que ostente el sujeto pasivo y es únicamente el titular de ese patrimonio el responsable por el pago. En ese sentido, los tributos que tienen incidencia de manera indirecta, podemos afirmar que son aquellos que a pesar de que su titularidad está a nombre de un sujeto, este traslada la responsabilidad del pago a un tercero, el ejemplo más común de este es el impuesto del valor agregado o IVA, el proveedor de un producto es quien tiene la titularidad del impuesto, pero traslada la responsabilidad de su pago al consumidor. Esto es importante tenerlo en cuenta ya que se podrá identificar qué tipos de incidencia ejercen los tributos que tiene el comercio electrónico en Colombia.

	 

	A diferencia de los tributos que se imponían en la edad media, los cuales no tenían ningún tipo de justificación razonable, hoy en día, estos gravámenes deben tener un fundamento apropiado. Como ya se ha hecho mención anteriormente, el Estado necesita financiarse para llevar a cabo sus fines, pero entonces surge la pregunta ¿Cuál es la justificación que tiene el Estado para establecer impuestos y poder llegar a exigirlos de manera coercitiva?, existen varias teorías al respecto, “Algunos autores sostienen que el respaldo se encuentra en la teoría de los servicios públicos según la cual el fin del tributo es facilitar al Estado costear los servicios públicos que presta” (Valencia Madrid, 2008), estos servicios públicos que presta el Estado se deben entender como la salud, la educación, la seguridad, etc., los cuales, de no contarse con un presupuesto suficiente, no se podría brindar dichos servicios de manera efectiva a su población.

	 

	Por otro lado, “Otros sostienen que la relación de sujeción surge simplemente de la condición de súbditos que se tiene para con el Estado, es la denominada teoría de la sujeción o dependencia” (Valencia Madrid, 2008), teoría un poco más cuestionable, ya que aparentemente está fundamentada en una monarquía, en donde por el simple hecho de tener el carácter de súbdito hacia un Estado, este último puede determinar impuestos a su libre juicio.

	 

	Por último, “Hay quienes manifiestan que la razón de ser se encuentra en la teoría de la necesidad social; expresan que el respaldo del tributo está en la satisfacción de las necesidades sociales, las que están a cargo del Estado” (Valencia Madrid, 2008), muy en concordancia con la primera teoría planteada, especifica que, para una entera satisfacción de las necesidades que presente el conglomerado social, se es necesario hacer ciertos aportes al Estado para que este solvente los mecanismos necesarios para llevar a cabo tal finalidad.

	 

	El internet y evolución al comercio electrónico

	 

	Una vez contextualizados en el tema de los tributos, sigue haciendo falta un elemento por identificar, pero primero comprendamos el medio en el cual se desarrolla este elemento faltante, el internet, descrita así:

	 

	“Global, interactivo, misterioso, anárquico, excitante: internet. Desde finales de 1993 hasta hoy no se ha hablado o escrito tanto de algún fenómeno tecnológico como del internet; cada instante que tenemos contacto con un medio de comunicación escuchamos o vemos algo relacionado con un “.com”. Sin embargo, poco se ha dicho o escrito, por lo menos en nuestro medio, sobre las consecuencias jurídicas del internet para los navegantes, para los empresarios de la web y para los asesores de las empresas que están en la red.” (Peña, 2001)

	 

	Este es un fenómeno que no ha pasado desapercibido por su enorme utilidad que ejerce en la sociedad actualmente, “Internet es una red de computadores que permite la comunicación global” (Peña, 2001), y es precisamente ese carácter de global, el cual, permitió que se desarrollara el comercio a través de este, creando así lo que se conoce como comercio electrónico. Respecto a esta actividad económica “el comercio electrónico se entiende como la oferta y contratación electrónica de productos y servicios mediante dos o más ordenadores o terminales informáticos conectados por medio de una línea de comunicación dentro del entorno de red abierta que constituye la internet” (Plazas Estepa, 2012).

	 

	Una vez contextualizados los dos temas en los que se basa esta investigación la tributación y el comercio electrónico, podemos llevar a cabo la unión de estos, y frente a la tributación del comercio electrónico, podemos tener en cuenta la siguiente afirmación:

	 

	“La relación entre la tributación y el comercio electrónico tiene dos aspectos. Por un lado, la implementación y modernización que las administraciones de impuestos han emprendido para permitir el cumplimiento de las obligaciones tributarias de los administrados con el fin de hacer el recaudo de impuestos más eficiente y por otro lado la reglamentación de los impuestos sobre las actividades de comercio electrónico” (Peña, 2001).

	 

	Aclarándose así, la tributación y el comercio electrónico, no pueden ser dos fenómenos que se deban manejar de manera independiente.

	 

	La normatividad colombiana que regula la materia tributaria del comercio electrónico

	 

	Actualmente en el ordenamiento jurídico colombiano no existe una legislación específica en materia tributaria que grave las transacciones realizadas a través del comercio electrónico, para solventar dicho vacío normativo, la misma norma determina en el artículo 91 de la (Ley 633, 2000) la siguiente disposición:

	 

	“Todas las páginas Web y sitios de Internet de origen colombiano que operan en el Internet y cuya actividad económica sean de carácter comercial, financiero o de prestación de servicios, deberán inscribirse en el Registro Mercantil y suministrar a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN, la información de transacciones económicas en los términos que esta entidad lo requiera.”

	 

	De esta manera el ordenamiento jurídico colombiano, a pesar de no establecer una normatividad tributaria específica para el comercio electrónico, esta misma indica que se les debe de dar un tratamiento fiscal igual a los establecimientos comerciales tradicionales.

	 

	Como se hizo mención en la contextualización histórica de los tributos, estos deben tener una adecuada y sólida fundamentación y es entonces cuando la constitución política entra a participar, con el numeral 12 del artículo 150, “Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes funciones: 12. Establecer contribuciones fiscales y, excepcionalmente, contribuciones parafiscales en los casos y bajo las condiciones que establezca la ley”, (Constitución Política, 1991), brindando dicha facultad de establecer los tributos al Estado. Plenamente identificado el sustento por el cual el Estado puede decretar gravámenes, vámonos ahora al sustento jurídico mediante el cual nos es obligación pagarlos, conforme al numeral 9 del artículo 95 de la Carta Magna “Son deberes de la persona del ciudadano 9. Contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro de conceptos de justicia y equidad” (Constitución Política, 1991).

	 

	Una vez identificados los sustentos de nivel constitucional de la facultad tanto de determinar, como la de pagar impuestos respectivamente, vamos a tratar de los gravámenes en específico que deben manejar los intervinientes en una transacción de venta de bienes o servicios que se lleven a cabo a través del comercio electrónico.

	 

	En primera medida, se debe recalcar que toda persona que haya empezado a realizar actividades mercantiles, tal y como están descritas en el código de comercio (Decreto 410, 1971), en su artículo 207, sus actuaciones por ley deben ir encaminadas a los parámetros que exige la norma, por lo tanto debe cumplir con lo siguiente, definido en el artículo 19 del mismo código:

	 

	“Es obligación de todo comerciante:1) Matricularse en el registro mercantil; 2) Inscribir en el registro mercantil todos los actos, libros y documentos respecto de los cuales la ley exija esa formalidad; 3) Llevar contabilidad regular de sus negocios conforme a las prescripciones legales; 4) Conservar, con arreglo a la ley, la correspondencia y demás documentos relacionados con sus negocios o actividades; 5) Denunciar ante el juez competente la cesación en el pago corriente de sus obligaciones mercantiles, y 6) Abstenerse de ejecutar actos de competencia desleal.”.

	 

	Es entonces, a partir de la primera obligación como comerciante donde nace el primer gravamen al cual es sometido la persona que ofrezca bienes y servicios a través del internet consagrado de la siguiente manera en el artículo 195 (Decreto “Ley” 1333, 1986):

	 

	“El impuesto de industria y comercio recaerá, en cuanto a materia imponible, sobre todas las actividades comerciales, industriales y de servicio que se ejerzan o realicen en las respectivas jurisdicciones municipales, directa o indirectamente, por personas naturales, jurídicas o por sociedad de hecho”.

	 

	De acuerdo con los tipos de incidencia mencionados en apartados anteriores, este es un impuesto que incide de manera directa, ya que el comerciante, sobre el que recae dicho tributo es quien a la vez realiza su pago. Este tributo se promedia de acuerdo con el promedio de ingresos brutos del año inmediatamente anterior, según el artículo 196 ibídem. En éste quien ejerce como sujeto activo es el Estado, en este caso el Departamento o Municipio en el cual esté registrado como tal el registro mercantil, y sujeto pasivo es toda persona natural o jurídica que este efectuando dicha actividad.

	Respecto a este impuesto entonces se concluye:

	 

	“Toda actividad industrial, comercial y de prestación de servicios desarrollada a través de medios electrónicos, está sujeta al impuesto de industria y comercio, ya que son operaciones típicamente mercantiles y cumplen los supuestos objetivos para clasificarla como tal” (Buritica Sandoval & Buritica Sandoval, 2001).

	 

	Por otro lado tenemos el denominado impuesto a las ventas o IVA, expresado así: “El impuesto a las ventas es un impuesto de naturaleza indirecta, que recae sobre las diferentes etapas del ciclo económico” (Valencia Madrid, 2008), el cual se introdujo al ordenamiento jurídico colombiano, de la siguiente manera; “Establécese un impuesto sobre las ventas de artículos terminados, el cual se regula por las disposiciones del presente Decreto” (Decreto 3288, 1963).

	 

	Interpretándose el criterio de producto terminado, como aquel obtenido mediante un proceso industrial completo, el cual puede comerciarse de manera abierta en un mercado. Actualmente el estatuto tributario (Decreto 624, 1989), en su artículo 4208 determina a que actividades se aplicará el impuesto a las ventas.

	 

	Así como el impuesto de industria y comercio se produce por iniciar a ejercer una actividad mercantil descrita en el código de comercio, el impuesto del IVA opera en las ventas de ciertos productos y entonces la norma expresa de manera taxativa cuando se considera dicha venta, en el artículo 421 ibídem;

	 

	“Todos los actos que impliquen la transferencia del dominio a título gratuito u oneroso de bienes corporales muebles, independientemente de la designación que se dé a los contratos o negociaciones que originen esa transferencia y de las condiciones pactadas por las partes, sea que se realicen a nombre propio, por cuenta de terceros a nombre propio, o por cuenta y a nombre de terceros”.

	 

	A su vez, el cálculo de este tributo se realiza de acuerdo con el artículo 447 ibídem, “la base gravable será el valor total de la operación sea que ésta se realice de contado o a crédito…”, entendiéndose por este, el precio final que se paga por dicho producto. A diferencia del impuesto de industria y comercio este incide de manera indirecta, ya que a pesar de que el obligado fiscalmente es el comerciante de acuerdo con el artículo 4379, este le traslada la responsabilidad del pago al consumidor, siendo este último quien resulta afectado en su patrimonio a causa del pago de dicho tributo.

	 

	Actualmente la tarifa de dicho impuesto generalmente es del 19%, pero existen unas tarifas denominadas diferenciales, las cuales pueden ser mayores o menores. Interviniendo como sujeto activo, participa el Estado a través de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), y en calidad de sujeto pasivo, tanto el comerciante como el consumidor.

	 

	Finalmente existe un tributo denominado impuesto sobre la renta, el cual es definido de la siguiente manera; “Es un tributo personal y directo, con tarifas progresivas para las personas naturales y proporcionales para las personas jurídicas” (Valencia Madrid, 2008), lo encontramos en la normatividad colombiana dentro del artículo 12 del Estatuto Tributario, así; “Las sociedades y entidades nacionales son gravadas, tanto sobre sus rentas y ganancias ocasionales de fuente nacional como sobre las que se originen de fuentes fuera de Colombia” (Decreto 624, 1989). Por lo que se entiende que toda renta obtenida por el ejercicio de actividades mercantiles dentro del país es susceptible de un gravamen por parte del Estado, de acuerdo con el numeral 14 del artículo 24 ibídem.

	 

	Su cálculo se determina de la siguiente manera, de conformidad con el artículo 26 del Estatuto Tributario (Decreto 624, 1989):

	 

	“La renta líquida gravable se determina así: de la suma de todos los ingresos ordinarios y extraordinarios realizados en el año o período gravable, que sean susceptibles de producir un incremento neto del patrimonio en el momento de su percepción, y que no hayan sido expresamente exceptuados”.

	 

	Por lo anterior, toda venta que se haga durante un año y que signifique un incremento en el patrimonio de la persona, debe cancelar un gravamen. En este tipo de impuesto, así como en los descritos anteriormente, participa el Estado como sujeto activo y el sujeto pasivo es toda persona que de acuerdo con su patrimonio deba declarar renta y por consiguiente pagar el gravamen. Su injerencia es directa, ya que se causa directamente al patrimonio de la persona natural o jurídica.

	 

	 

	5.      Mecanismos utilizados por el sujeto activo para el cumplimiento de las obligaciones tributarias

	 

	El Estado Colombiano cuenta con mecanismos para llevar a cabo un efectivo cumplimiento de las obligaciones tributarias, uno de esos es la declaración de renta, ya que estamos hablando de actividades comerciales, la norma aclara en su artículo 48 lo siguiente: “Todo comerciante conformará su contabilidad, libros, registros contables, inventarios y estados financieros en general, a las disposiciones de este Código” (Decreto 410, 1971). Cada año la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, indicará quienes, de acuerdo con sus ingresos o patrimonio económico, deberán hacer la respectiva declaración, para de esta manera ejercer cierto control contra la evasión fiscal.

	 

	Otro mecanismo que posee el Estado colombiano es la denominada retención en la fuente, descrito en el artículo 365 del Estatuto Tributario, de la siguiente manera: “El Gobierno Nacional podrá establecer retenciones en la fuente con el fin de facilitar, acelerar y asegurar el recaudo del impuesto sobre la renta y sus complementarios” (Decreto 624, 1989). Este mecanismo se aplica para el impuesto sobre las ventas y sobre el impuesto de industria y comercio, cuya finalidad es la de obtener de forma gradual el pago de un impuesto determinado, tal y como se manifiesta en el artículo 367 ibídem.

	 

	Síntesis de la normatividad relacionada con la tributación del comercio electrónico, en países como Estados Unidos y Reino Unido

	 

	Si bien es cierto, “Colombia fue un país pionero en el ámbito de regular el comercio electrónico a través de la ley 527” (Buritica Sandoval & Buritica Sandoval, 2001), el legislador se ha quedado rezagado en cuanto a un pronunciamiento en la materia tributaria de este fenómeno, si entramos a analizar las bases de la normatividad tributaria sobre el comercio electrónico en otros países como Estados Unidos y Reino Unido, no solo encontraremos que tienen una legislación específica para esta modalidad de comercio, sino que también le dan un tratamiento especial.

	 

	En los Estados Unidos de Norte América, cuando el comité del congreso de los Estados Unidos dedicado al comercio aprobó el texto final de la denominada “Internet tax freedom act” en español como “Ley de Libertad de Impuestos en Internet”, estableció un plazo de 3 años en el cual ningún Estado, ni el gobierno federal podrían crear impuestos que graven las transacciones del comercio electrónico en internet.

	 

	La finalidad de dicha norma fue de evitar que se crearan obstáculos que frenaran el crecimiento de esta modalidad de comercio. Fue presentada en 1997 por el representante Cristopher Cox y el senador Ron Wyden, aprobada por el congreso en 1998 y posterior firma del presidente de la época Bill Clinton.

	 

	En la actualidad, luego de su evolución con el paso de los años, se denomina “Permanent internet tax freedom act10”, en español, “Ley de Libertad Impositiva Permanente de Internet”, cuyo objetivo principal es, prohibir de manera permanente la imposición por parte de los Estados o del gobierno central del acceso a la internet y los impuestos múltiples o discriminatorios sobre el comercio electrónico. Dicha iniciativa legislativa se basa en un principio de estímulo al desarrollo económico y comercial que se lleva a cabo a través del internet.

	 

	Un aspecto relevante que el congreso determinó es que se debe presentar una solución de carácter mundial y no solo para los Estados Unidos. Es evidente la diferencia a nivel legislativo entre ambos países, mientras ellos tienen un pronunciamiento concreto sobre los impuestos para el comercio electrónico, nuestro legislador omite el potencial crecimiento de este mecanismo de crecimiento económico.

	 

	En tanto en el Reino Unido, la norma de tributación al comercio electrónico se denominó “United kingdom policy on internet taxation” en español “Política del Reino Unido sobre impuestos de internet”, esta utiliza principios como no se crearán nuevos impuestos para el comercio electrónico y los impuestos existentes se deben adecuar a los principios internacionales del comercio electrónico. También se considera que debe existir un mínimo de cooperación internacional a través de diferentes tratados para facilitar el comercio electrónico y sus implicaciones en materia tributaria.

	 

	Discusión

	 

	Debido a la enorme variedad de usos que tiene el internet, se hace menester reglamentarla, como se ha venido comentando durante el desarrollo el presente documento, no solamente en el sentido comercial sino también es necesario un pronunciamiento en materia tributaria.

	 

	Se ha determinado que efectivamente el Estado tiene la legitimidad de establecer gravámenes con una adecuada fundamentación, para así financiar y llevar a cabo la ejecución de sus fines, de igual manera, los ciudadanos en razón del cumplimiento de sus deberes, están obligados a aportar de manera pecuniaria a ese Estado, y es que ¿de qué otra manera puede ese Estado solventar las necesidades de sus ciudadanos?, es claro que para brindar seguridad, salud y demás servicios públicos, debe hacerse un aporte por parte de los ciudadanos, claramente dentro de un sendero de justicia y equidad.

	 

	El Estado precisa de adquirir recursos de alguna forma, sin embargo, si bien es cierto la ley de comercio electrónico no establece una tributación especial, (Rojas, 2003), describe que existe una incertidumbre al momento de determinar en qué circunstancias un negocio de internet puede generar algún tipo de obligación tributaria. El estado financiero actual de Colombia, hace que no sea impensable crear una legislación tributaria para este fenómeno, pero ¿cómo debería ser dicha legislación?, una de las teorías existentes es la llamada “bit tax”, que consiste en estipular un gravamen por cantidad de datos manejados a través de la internet, pero esta presenta un problema, representado en que, no solo las transacciones económicas estarían susceptibles de un gravamen, sino cualquier actividad que esté realizando la persona a través de internet, como por ejemplo entretenimiento.

	 

	Pero a este planteamiento de necesidad de recaudar recursos a través de tributos, existen legislaciones en otros países que son completamente contradictorias a la idea de gravar el comercio electrónico, tales como las provenientes de Estados Unidos y Reino Unido, en donde en pocas palabras se consolida una legislación en la cual, se libera de todo gravamen adicional el comercio electrónico, además la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, emitió un informe en el cual se aconseja que no deben existir normas tributarias especiales para la comercialización digital, que en su lugar las denominadas empresas digitales deben ser tratadas con las tradicionales (Arbiza Volpi, 2015).

	 

	Entonces la necesidad de una tributación especial para el comercio electrónico enfrenta un dilema, adaptarse a las necesidades financieras de Colombia o ir de acuerdo con unos lineamientos internacionales.

	 

	A esta problemática, pueden formularse tres puntos, descritos por (Marín Elizalde, 2011) así, “a) aplicar los impuestos actualmente existentes. b) crear nuevos impuestos que graven el comercio electrónico. c) excluir al comercio electrónico del pago de impuestos”, lo que resulta complicado decidir, por las mismas razones que el autor expone:

	 

	“Cualquiera de las opciones que sea acogida resulta problemática, y ninguna hasta el momento puede considerarse satisfactoria por completo, lo cual es entendible por el precario estado de la cuestión y las distintas posturas que los Estados han adoptado en torno al asunto” (Marín Elizalde, 2011).

	 

	No podemos omitir las conclusiones brindadas por trabajos similares a este, en donde se hacen afirmaciones como las de (Atuesta Meneses & Velázquez Rebeiz, 2004): “Es indudable que existen problemas relacionados con la implantación de estas nuevas tecnologías, y el ámbito del derecho tributario no escapa a ellos”.

	 

	O como las que explican (Martínez Giribone, 2010), respecto a la legislación de Argentina, que la no tributación de las transacciones llevadas a cabo por el comercio electrónico tiene implicaciones sobre las arcas del Estado, ya que generan una disminución en la recaudación fiscal, además de constituir como una situación de competencia desleal propiciada por el Estado.

	 

	Hay quienes llegan a puntos más drásticos y fuertemente fundamentados, tal como lo expresa (Albán Zambonino, 2002):

	 

	“El derecho tributario en general y el derecho internacional tributario en especial están sometidos a una urgente redefinición de sus principios y de sus conceptos, debido al desarrollo de la Internet, que permite la realización de transacciones comerciales vía electrónica, a una velocidad y en una magnitud antes no conocida.”

	 

	Esta propuesta, ya infiere que debe haber una adecuación del derecho ante un cambio en la actualidad generado por un fenómeno reciente. Por otro lado, existe también una conclusión que toma en cuenta la época en la que se establecieron las normas vigentes de tributación que, a pesar de basarse en la legislación peruana, existe una igualdad en el contexto planteado, dice (Muñoz Guerrero, 2013) al respecto lo siguiente:

	 

	“Al igual que la normativa, los principios de la tributación están en algunos casos muy deficientes, pues fueron creados, estudiados y analizados en una época muy diferente y ante los nuevos cambios tecnológicos que se presentan en el presente siglo, están quedando obsoletas”

	 

	Como ya se dijo, si se tiene en cuenta la época en la que se expidió la normatividad tributaria, tiene sentido el hecho de que esa norma, de alguna u otra manera sea obsoleta para regular fenómenos más recientes, similar a esta última conclusión en la que (Martínez Giribone, 2010) expone:

	 

	“Los cambios que plantea el mundo globalizado exigen modificaciones en la política tributaria. El desafío para nuestra Administración Tributaria será contribuir a la conformación de un entorno propicio para el desarrollo del comercio electrónico como actividad económica y simultáneamente identificar y aplicar mecanismos de control, información y recaudación que permitan preservar efectivamente los recursos fiscales del Estado”

	 

	Finalmente (Ramírez & Ramos N, 2008), señalan respecto a la legislación tributaria en Venezuela, un tópico que también resulta relevante:

	 

	“Si bien el Comercio Electrónico implica un cambio estructural en cuanto a la manera en la que los agentes del mercado se relacionarán al momento de hacer negocios, no es el momento oportuno de crear nuevas formas legislativas para regularlo, sino que se deberán aplicar las formas y principio tributarios vigentes”.

	 

	A modo de imparcialidad, no se puede negar que este es uno de los temas más polémicos y complejos en Colombia y su complejidad aumenta, si para realizar una legislación especial, se van a tener en cuenta las diferentes posturas tanto de organismos internaciones como de los mismos Estados, que ya manejan una legislación o que aún evitan dicha situación.

	 

	Es indudable la necesidad de una legislación tributaria en Colombia, su crecimiento exponencial lo justifica, pero surge una nueva polémica, ¿Cómo deben ser los lineamientos de esta legislación tributaria especial para el comercio electrónico?

	 

	Frente a la existencia de un vacío legislativo, puede existir cierta incertidumbre y miedo a cometer infracciones que se vean reflejadas en sanciones por parte del ente recaudador hacia los contribuyentes, pero frente a esta situación, existe el artículo 264 de la (Ley 223, 1995), en virtud del cual se define que “Los contribuyentes que actúen con base en conceptos escritos de la Subdirección Jurídica de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales podrán sustentar sus actuaciones en la vía gubernativa y en la jurisdiccional con base en los mismos”, dando de esta manera una seguridad jurídica a los contribuyentes que actúen de acuerdo a los lineamientos que de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) de profieran, llegando a tener de cierto modo una fuerza vinculante ya que, “Durante el tiempo en que tales conceptos se encuentren vigentes, las actuaciones tributarias realizadas a su amparo no podrán ser objetadas por las autoridades tributarias” (Ley 223, 1995).

	 

	Conclusiones

	 

	Podemos entrar a determinar lo siguiente: actualmente en Colombia no existe una legislación especial sobre la tributación del comercio electrónico, por lo tanto esta actividad comercial es regulada como un negocio o establecimiento convencional, esta conclusión gracias al artículo 91 de la Ley 633 de 2000, la cual manifiesta que toda página web o sitio de internet creado en Colombia y cuya finalidad sea de carácter comercial, financiero o de prestación de servicios deberá inscribirse en el registro mercantil, además de suministrar información sobre sus transacciones económicas. Con el texto normativo podemos deducir que NO se le está dando un tratamiento especial a las actividades mercantiles que se llevan a cabo a través del comercio electrónico, pero si tienen la obligación de hacer su inscripción en el registro mercantil, lo cual los obliga a dar cumplimiento a las obligaciones convencionales a las que son sometidos los comerciantes tradicionales.

	 

	Frente a la normatividad colombiana vigente para la tributación de comercio electrónico, es evidente que debe realizarse una reestructuración de esta misma, ya que teniendo en cuenta la época en la que fueron expedidas, su regulación era netamente dirigida al comercio tradicional, la evolución de la era digital en las últimas décadas crea la necesidad de que el Derecho se adecue a las necesidades actuales, ya que de alguna u otra manera la normatividad anterior difícilmente puede regular fenómenos que surgen con posterioridad a esta misma. De igual manera la decisión de establecer una legislación especial para el comercio electrónico debe ir enlazada con una reestructuración de la entidad recaudadora, modernizándola para los fenómenos actuales.

	 

	Respecto al análisis de las bases de la normatividad tributaria de los Estados Unidos y Reino Unido, podemos utilizarlas como punto de referencia para llevar a cabo el objetivo principal, que es el establecimiento de un estatuto especial que establezca un modelo tributario que regule el comercio electrónico en el ordenamiento jurídico colombiano.

	 

	Respecto a las normas de nivel constitucional y la facultad de establecer impuestos, es importante resaltar que en la actualidad no se pueden fijar gravámenes mediante decretos expedidos por la presidencia, como se realizó con el impuesto de industria y comercio y el impuesto sobre las ventas o IVA, la única entidad con facultad para determinar si crea, modifica o elimina impuestos es el Congreso de la República.
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